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Medellín, trece (13) de diciembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Por auto fechado el 26 de septiembre del calendario que finaliza, el Juzgado 

11 Civil del Circuito de Medellín, inadmitió la demanda incoadora de proceso 

verbal, promovida por el señor Gustavo Alfonso Mendoza Sandino en contra 

de ECO- SINTESIS COLOMBIA S.A.S y de Jairo Narváez Salas, rememorando 



que se deprecaba como medidas cautelares innominadas la inscripción de la 

demanda sobre el establecimiento de comercio de aquella sociedad, 

ordenándose que durante el transcurso del proceso no podrá dicha 

codemandada “realizar enajenación, venta, transferencia o gravamen de 

acciones a cualquier título, o cesión o enajenación de activos diferentes a los 

del giro ordinario del negocio”, lo que a juicio del despacho traduce embargo 

de las acciones, que no procede en esta clase de procesos. 

 

En cuanto a la solicitud de notificar a los deudores del negocio “y se les ordene 

que, durante el transcurso del proceso, paguen y consignen a órdenes del 

juzgado los valores que adeudan o deban pagar a la sociedad ECO-SÍNTESIS 

COLOMBIA o al señor JAIRO NARVAEZ SALAS o a sus cesionarios a cualquier 

título, producto de la adquisición de bienes y servicios adquiridos a los 

demandados”, estimó que equivale a una anticipación de la sentencia. 

 

Además, dijo, no puede calificarse de medida cautelar innominada toda vez 

que la inscripción de la demanda tiene tipicidad propia, prevista para procesos 

de pertenencia, servidumbre, deslinde y amojonamiento, expropiación y 

divisorios, así como procesos declarativos en que se pretenda el pago de 

perjuicios por responsabilidad civil contractual o extracontractual, donde no 

encaja el de rendición provocada de cuentas. 

 

Descartada la procedencia de las medidas cautelares deprecadas, exigió 

acreditar el agotamiento de la conciliación prejudicial como requisito de 

procedibilidad; así como el envío de la demanda y sus anexos a los 

demandados; e indicar el canal digital de cada uno de los testigos y de los 

representantes legales de las sociedades llamadas a exhibir documentos; y 



finalmente pidió explicar con mayor precisión el significado de las expresiones 

utilizadas en los hechos 2.2 y 2.6.4. Tales correcciones además debían 

integrarse en un solo escrito demandatorio. 

 

Por auto del 18 de octubre y por no haberse satisfecho los requisitos echados 

de menos, el libelo fue rechazado. 

 

EL RECURSO DE APELACION 

 

El recurrente, por el contrario, estima que las medidas cautelares sí caben en 

procesos como este, no solo cuando se discute sobre un derecho real o sobre 

una indemnización de perjuicios por responsabilidad civil contractual o 

extracontractual, lo que se evidencia de la sola lectura del artículo 590 del 

C.G.P., cuyo encabezamiento alude en general a los procesos declarativos, 

categoría en la que encaja el proceso que se intenta adelantar. Destaca que 

el literal C del mismo canon otorga al juez una amplia facultad/deber en esta 

materia, por lo que lo decidido riñe con el régimen instaurado por la nueva 

codificación procesal. 

 

Pero además, agrega, en este caso sí se plantea un asunto de responsabilidad 

contractual, como es el derecho derivado del contrato de cuentas en 

participación celebrado con los demandados, es decir, sus ganancias con los 

respectivos intereses, que fungen como los perjuicios reclamados. 

 

Reprocha al juzgado confundir la posibilidad de solicitar la medida cautelar 

prevista por el artículo 590-literal C, con la evaluación y decisión sobre su 

otorgamiento, tras evaluar si en el caso concreto se dan los presupuestos 



necesarios para decretarla, previstos en los incisos 9 y 10 de la norma en cita, 

lo que el despacho no hizo, pues se limitó a expresar incorrectamente que en 

este proceso no caben medidas cautelares. 

 

De otra parte expresa que el parágrafo del artículo 590 condiciona la 

inaplicabilidad del requisito de procedibilidad a la solicitud de una medida 

cautelar, circunstancia que es independiente de que la misma salga avante, 

por lo que no puede inadmitirse la demanda so pretexto de negar la cautela 

solicitada. 

 

Consecuente con lo anterior, advierte que ante la solicitud de medidas 

cautelares tampoco era procedente el envío de la demanda al demandado 

conforme al art. 6º de la Ley 2213 de 2022. 

 

En relación con el numeral 4º del inadmisorio expresa que la demandante no 

dispone de dicha información y que la demanda no puede ser rechazada por 

un simple formalismo, pues la misma ley en su artículo 8º faculta al juez para 

obtenerla de cualquier entidad pública o privada que maneje información. Y 

en cuanto a la exigencia del numeral 5º advierte que no se requiere aclaración 

alguna, máxime que la expresión que se pide aclarar está transcrita de forma 

incorrecta, por lo que se trata más de un error de lectura, pues la expresión 

utilizada en la demanda no es la palabra “distinta” sino “indistinta”. 

 

Para resolver se 

 

CONSIDERA 

 



Sea lo primero recordar que el auto de rechazo de la demanda es apelable 

conforme al numeral 1 del artículo 321 del C.G.P. y que por mandato del 

artículo 90 ibídem, los recursos contra aquél “comprenderán el que negó su 

admisión” , lo que impone la necesidad de verificar la viabilidad o no de las 

exigencias hechas en el auto inadmisorio que, para el caso se concretaron, 

básicamente en acreditar el cumplimiento del requisito de procedibilidad (art. 

90-7 C.G.P.); la indicación del canal digital de los testigos y de los 

representantes legales de las sociedades que serían llamadas a exhibir 

documentos; y la remisión de la copia de la demanda con sus anexos a los 

demandados  (art. 6º Ley 2213/2022), todo ello partiendo de descartar ab-

initio la medida cautelar de inscripción de demanda que se solicitó, por estimar 

que el litigio planteado no encaja en las eventualidades previstas por los 

literales a y b del ordinal 1 del artículo 590 del estatuto procesal. 

 

Pues bien, en relación con el punto debe advertir la suscrita magistrada que 

en un caso similar -proceso donde se pretendía declaración de que el 

demandado era deudor de unas sumas de dinero en favor del demandante, 

sobre las cuales además debían reconocerse intereses-, así se expresó la Sala 

Civil de la C.S.J. en sentencia STC-6590-2022: 

 

 
“Como consecuencia, si la pretensión se endereza en procura de una 

declaración o condena para que el demandado honre una obligación 

dineraria, procede la inscripción de la demanda sobre cualesquiera de 

los bienes sujetos a registro que le pertenezcan, pues sobre ellos, muy 

probablemente, es que habrá de recaer la ejecución de la sentencia que 

lo condene. 

 



En suma, si se pretende la declaración o codena de una prestación 

dineraria a cargo del convocado a juicio, procede la inscripción de la 

demanda sobre cualquiera de sus bienes sujetos a registro a fin de 

garantizar la satisfacción de la obligación que eventualmente 

emergerá.” 

 

Mas adelante agregó: 

 

“Ahora, desde la perspectiva constitucional también encuentra soporte 

la procedencia de la inscripción de la demanda sobre los bienes del 

demandado en los casos reseñados. 

 

“Ciertamente, la hermenéutica actual en torno del régimen de medidas 

cautelares no puede partir, como otrora se pensó, de una visión 

restrictiva fundada en el supuesto cariz sancionatorio que se les veía, 

porque tal cosa no es cierta: no constituyen sanciones, no se les 

parecen, no tienen su fuente en el castigo a nadie. Debe, en contraste, 

arrancar de una mirada moderna y extensiva apoyada en el derecho 

constitucional fundamental a la tutela jurisdiccional efectiva, dado que 

su función es precisamente asegurar el cumplimiento de la eventual 

sentencia favorable al demandante. Sin ellas, tal satisfacción solo es 

una expectativa normalmente incumplible y su efectividad una quimera. 

 

“En otros tiempos se limitaba su aplicación a las clara y expresamente 

señaladas en la ley porque se consideraba intocable el patrimonio del 

demandado hasta tanto se le condenara; empero, hoy se amplía para 

proteger al demandante de la insolvencia del otro, aunque a éste se le 



ampara mediante las contracautelas. Aflora así un justo equilibrio entre 

el derecho del actor a afianzar la efectividad de la decisión y el del 

convocado a que se le indemnice el daño causado. 

 

“En definitiva, en el mundo del siglo XXI ante la duda sobre la 

procedencia de alguna medida cautelar debe prevalecer una 

interpretación que garantice efectivamente la satisfacción de la 

sentencia, pero que resguarde al demandado por si la decisión final le 

fuera favorable. 

 

“(…) 

 

“Por último, puesta la mirada en otro ángulo, si se considerara que la 

medida solicitada en el actual asunto no se subsumía en los literales a 

y b del numeral 1 del artículo 590, y no es el caso, debería el juzgador 

revisar si procedía de conformidad con el literal c que permite decretar, 

además de la inscripción autorizada en los dos anteriores, «(…) 

cualquiera otra que sea razonable (…)» y que propenda por la vigencia 

concreta de la tutela jurisdiccional efectiva, dado que, como se ha 

insistido, ese es un propósito ineludible del ordenamiento jurídico, cuya 

elusión significa, ni más ni menos, agravio a los valores constitucionales 

y a los derechos fundamentales de los ciudadanos”. 

 

Vistas así las cosas y dado que en el caso que interesa se trata del ejercicio 

de acción personal derivada de un contrato de cuentas en participación que 

se afirma celebrado entre demandante y demandados, el asunto encaja en el 

literal b del numeral 1º del artículo 590. Pero aún de aceptarse que así no 



fuese, indiscutible sería su procedencia conforme al literal c del mismo 

precepto, pues dicho sea desde ya que la inscripción de la demanda -que es 

medida cautelar nominada en los eventos a que se refieren los literales a y b 

del numeral 1º- sería medida innominada en los demás procesos declarativos, 

con los efectos, claro está, previstos por el artículo 591 ib. 

 

Desde luego que la procedencia de medidas innominadas exige la verificación 

de los supuestos establecidos por los incisos segundo y tercero del citado 

literal c del artículo 590, de lo que no se ocupó la a-quo, como bien lo destaca 

el recurrente, lo que obsta que pueda hacerlo este despacho porque podría 

frustrarse eventualmente la posibilidad de recurrir la decisión al respecto. 

 

Luego, habiendo sido equivocado a la vez que prematuro el descarte de la 

medida cautelar de inscripción de demanda, sin piso alguno quedan las 

exigencias hechas en el auto inadmisorio -que en todo caso, partieron de 

estimar que se trataba de un asunto sin medidas cautelares- y 

consecuentemente el auto de rechazo con fundamento en no haberse 

satisfecho tales exigencias. 

 

Por lo expuesto y sin necesidad de mas consideraciones, la suscrita 

magistrada 

 

RESUELVE 

 

Primero: Revocar el auto de fecha y procedencia indicadas. 

 



Segundo: Devuélvanse las piezas digitales al despacho de origen para que 

se pronuncie de nuevo sobre la admisión de la demanda, teniendo en cuenta 

lo que se ha dejado expuesto. 

 

 

NOTIFIQUESE. 

 

 

 

 

 

 

PIEDAD CECILIA VÉLEZ GAVIRIA 

MAGISTRADA 
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